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,,  DIAiilO 

;-.    SANJUAOTSTA-  ^ 


DE    MERIDA  I^^^j«h1  S      DE     YUCATÁN 


MARTES  \^  DE    ENERO    DE    IS23. 

Tercero  de  la  independencia. 


,  imprenta    gaadalupana  imparcialy  al  cargo  de  don  Simón 
.  Vargas^   plaza  de  san    Juan. 


DISETACION  SOBRE    NOMBRAMIENTO  DE  JÜESES  DE    LETRAS 

EN  LAS  PROVINCIAS. 

•       El  amor  (i  la  Constitución^  uno  con  el  de  la  pktriay 
'^    '  és  la  primera  obligación  del  ciudadano. 

Nada  és  tan  necesario  al  hombre  público,  nada  tan  in% 
teresante  al  ciudadano,  como  el  estudio  del  sistema  consti- 
tuc?o  mi  para  entender  las  leyes  establecidas  por  las  Cortes. 
tas  autoridades  en  especial  que  no  consultaren  aq  uel  sis- 
tema, cometerán  errores  sobre  errores,  de  que  serán  victi  mas  los 
pueblos  mientras  no  usaren  del  derecho  que  les  concede  la  ley  dé 
10  de  noviembre. 

La  divicion  de  los  poderes  supremos  se  puede  conside* 
rar  conio  la  piedra  angular  del  edificio  constitucional.  Con4 
vencías  las  Córtgs  generales  y  extraordkiarisis  de  los  ¿r^n^ 
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des  males  que  había  sufrido  la  nación  por  espacio  de  mu» 
ches  siglos  con  motivo  de  estar  vinculado  al  cetro  el  po- 
der de  legislar,  (1)  y  el  de  abrir  los  juicios  ya  cerrados  con 
la  llave  de  la  ley,  reservaron  el  legislativo  para  los  repre- 
sentantes de  la  nación^  coiifiarou  al  monarca  el  ejecutivo, 
y  á  los  tribunales  el  judiciario,  establecienda  los  reglamen- 
tos necesarios.  Así,  la  Constitución  lebantada  sobre  una  ba- 
se tan  solida  presenta  dos  grandes  objetos  al  español  ame- 
ricano: uno  de  admiración,  y  otro  de  respeto.  La  admira- 
ción nace  de  su  sabiduría  regeneradora;  el  respeto  de  su 
inviolable  autoridad.  La  sabiduría  inspira  el  mas  ardiente  amor 
á  aquella  ley  santa,  soplo  de  la  divinidad;  el  respeto  exige 
imperiosamente  su  observancia,  y  liga  las  manos  para  la 
infracción. 

El  articulo  171  de  la  Constitución^  que  señálalas  atri- 
buciones de  la  autoridad  real,  reserva  al  monarca  la  facul- 
tad de  nombrar  los  magistrados  de  todos  los  tribunales  civi-- 
les  y  criminales  á  propuesta  del  consejo  de  estado;  prohibien- 
tio  en  consecuencia  aquel  nombramiento  á  los  gefes  delas' 
provincias.  Esta  ley  es  aplicable  a  los  jueses  interinos,  co* 
mo  á  los  propietarios,  porque  unos  y  otros  ejercen  juris- 
dicción ordinaria,  y  sus  putos  y  sentencias  tienen  una  miií^ 
ma  fuerza  y  vigor:  de  forma  que  la  calidad  de  interinos 
sofo  produce  el  efecto  de  limitar  él  tiempo,  sin  liacer  di- 
ferencia en  la  naturaleza  y  ejercicio  de  jurisdicción.  Y  de 
aqui  es  que  las  autoridades  provinciales  que  procedieren  coa 
cualquiera  pretesto  al  nombramiento  de  jueces  de  partido, 
son  infractores  de  Constitución,  porque  ejecutan  lo  qué  pro- 
hibe tácitamente   el  referido   articulo.  (2) 

Se  pretenderá  taL  vez  que  esta  legislación  no  debe  go- 
bernar en  las  capitales  donde  hubiere  audiencias,  pendieu-^ 
te  el  real  nombramiento  de  aquellos  jueses,  porque  la  extin- 
ción de  los  juzgados  de  gobierno,  provincia  y  cuartel  de- 
cretada por  la  ley  de  9  de  octubre  de  1812  pone  nuevas  tri-, 

(1)  Es  ley  de  partida.  Asi,  el  yerro  fue  de  las  Cortes  de 
Alcalci  que  la  sancionaron  con  las  demás  de  aquel  código  y  dcs^ 
pojando  arbitrariamente  a  la  iiacion  de  su   sobermíQ*  ^^^ 

(2)  Tüciti  et  ex£ressi  idem  est  judiciiwu  // 


bas  ^  la  pronta  administración  de  ju^Uicia,    6  induce    una 
notoria  necesidad  de  nombrar  provicionalmeute  jueses  de  le- 
tras;  pero  este   sería  un   error   muy  perjudicial,   que  pondría 
en  ejercicio   la  intriga  y  excitarla  la  arbitrariedad.   Las  Cor-, 
íes  extraordinarias,   que  en  sus   sabias   discusiones  dcsieiiívbK' 
vieron   toda  la  misteriosa  política  de  los   antiguos   f^obcrria-. 
dores  de  las  provincias,  previeron  la  misma  necesidad,  y  ocur- 
rieron  á    elhd  estableciendo  un   sistema   combinado  con   se- 
paración de   negocios  y  de  épocas.  Para  la  anterior  al  eíecti* 
vo  establecimiento  de  jueses  de   partido  quiere   la  ley  de  líí 
de  septiembre  de    1813  que  los   subdelegados,   ó  én  su  de- 
fecto los  tenientes   letrados  (y   según  su    espíritu  los  inteu* 
dentes  donde  no  hubiere  tenientes)  conozcan .  y   determinen 
con  dictamen   de  asesor  las  causas  de  baciénda  pública.  ^ 
la  citada  de  9  de   octubre,   que    los  alcaldes    constituciona- 
les  regenteen  la  jurisdicción  ordinaria.  Asi  que  este  reparti- 
miento  entre   alcaldes  y   subdelegados   de  las    mismas  juris- 
dicciones que   la  ley  reúne   en  los  jueses  de  letras,  demues- 
tra hasta  la  evidencia  que   las   Cortes  cerraron   la  puerta  r¿ 
sabiendas    á  los   gefes  polidcos   para  el  nombramiento  de  jue- 
ces interinos.  Mas  no  pudiendo    gobernar  este  sistema  des-» 
pues   del   establecimiento   de  los    propietarios,   porque  enton- 
ces  deben   cesar  en   sus   funciones   alcaldes  y  subdelegados, 
previene  la  misma  íey  de  ociúhve  que  si  miiriese  O  se  in-' 
posibilitase  el  jues  de   tetras^  ée  nombre  interinamente  un  le- 
trado por,  el  gefe  político  de   la  provincia  á  propuesta   de  la 
audiencia    territorial^  dando  cuenta  al  gobierno.  *^  Proceder 
pues  al  nombramiento  de  jueses  bajo  el  especioso  prete>!to 
de  necesidad,  seria  enmendar  la  ley  que  trató  de  ocurrir  á  ella. 
'      Llegó   por  fin  el  suspirado   momento   de   desterrar    \o$ 
abusos  que  ha   encadenado  el  tenebroso  tiempo  del    antiguo 
gobierno  para  sostener  la   arbitrariedad.   Y  en  este   concep- 
to,  séame   permitido  introducir  otras   cuestiones,  que  se  pue- 
den tal  vez  sucitar  en   las  provihcias.   1.  ^   ¿Tienen  acción 
los   sindicos  para   promover   el   nombramiento  de   jueces  de 
letras?  2.  '^    ¿Cubrirán   su  responsabilidad  los  gefes  políticos 
con  el   informe   ó    cons^jp  d^  las  diputaciones   ó  ayuntamien- 
tos constitucionales?  3.  ^    ¿Calificada   una    /i^jcesidad   supa-: 
/    rior  á  la  que  previo  la  ley,  se  podrá  proceder  al  nombra- 
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miento  en  cueation?  - 

La  primera  es  de  fácil  resolución.  El  carácter  repre- 
sentativo de  los  síndicos  nada  tiene  que  diga  relación  con 
Un  establecimiento  que  mira  exclusivamente  á  la  adminis- 
tración de  justicia.  Por  el  contrario,  serian  partes  legitimas 
si  se  opuciesen  á  tales  establecimientos  sosteniendo  la  Cons- 
titución: ya  porque  su  infracción  produce  acción  popular, 
ya  porque  nada  tan  digno  de  un  sindico,  como  alejar  la  teim- 
pestad  que  amenazjre  á  su   pueblo.  , 

La  segunda  se  resuelve  por  el  sistema  constitucional  y 
decretos  de  las  Cortes.  Las  atribuciones  de  aquellas  corpo- 
ro^iones  estítn  señaladas  con  el  dedo  en  el  de  23  de  jimio  de 
1813  que  las  confiere  una  autoridad  económico  política^  sin 
dejar  arbitrio  á  sus  miembros  para  erigirse  en  hombres  de 
ley  ó  consejeros  de  estado:  siendo  por  tanto  diputados  y 
regidores  unos  ciudadanos  particulares  en  todo  negocio  age- 
no  de  sus  atribuciones.  Tampoco  están  autorizados  los  ge- 
fes  políticos  para  dictar  providencias  que  ataquen  directa  ó  in- 
directamente al  poder  judiciario,  ó  al  legislativo.  Su  autoridad 
consiste  principalmente  en  velar  sobre  el  orden  público  y  pros- 
peridad de  la  provincia,  y  en  ejecutar  las  leyes  y  órdenes 
del  gobierno,  como  eco  de  la  voz  real,  ó  agentes  ipmedia- 
tos  del  poder  ejecutivo.  Así  son  las  primerasiautoridades  de 
las  provincias,  y  ejercen  en  ellas  la  jurisdicc  on  gubernati- 
va bajo  las  reglas  prescritas  en  el  capitulo  3.  ^  déla  mis- 
ma ley    de  23   de  junio, 

¿Podrán  pues  arrogarse  las  facultades  reservadas  por  la 
Constitución  al  mismo  gobierno  que  representan?  ¿Estará  en  f 
el  orden  de  autoridad   que  despojen  de  la  suya  al  consejo  de  » 
Estado?  Tal  sería  el   resultado  del  nombramiento  dejueses- 
de  letras.  ¡Que  terrible  responsabilidad! 

Continuará. 
AVISO. 

Táctica  militar  moderna,    ó  resrlamento  para 
el    ejercicio  j   maniobras   de   ia  infantería:   en  eísta^ 
imprenta    daráserason.  ;  :oii 
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